C-15.240

En la ciudad de La Plata, a los un días del mes de junio de dos mil seis, reunidos los integrantes de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini, con el objeto de resolver en la causa Nº 15.240 del registro de este Tribunal, caratulada “Recurso de Casación interpuesto por Ministerio Público Fiscal en causa N° 59.690 seguida a M., M. A.” y habiéndose efectuado el sorteo para establecer el orden en que los señores jueces emitirán  sus votos, resultó el siguiente orden de votación: doctores Celesia – MANCINI (arts. 47 y 48 de la ley 5827).

A N T E C E D E N T E S

Vienen los presentes autos a consideración de este Tribunal, como consecuencia del recurso de casación interpuesto por el señor Fiscal General Adjunto del departamento judicial San Isidro, doctor Duilio A. Cámpora, contra el pronunciamiento de la Sala II de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de mismo departamento judicial que, con fecha 15 de setiembre de 2003, sobreseyó a M. A. M. en orden al delito de robo calificado por el uso de armas que le fuera imputado, en los términos del art. 323 inc. 4 del CPP.

Practicado el correspondiente sorteo de ley, y encontrándose la causa en condiciones de ser resuelta, el Tribunal decidió plantear las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?.

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?.

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

Entiendo que la queja resulta admisible en razón de que el recurrente dio acabado cumplimiento a los recaudos de tiempo y forma que regulan su interposición, abasteciendo además los requisitos de impugnabilidad, tanto en el plano objetivo como subjetivo, ya que ha sido deducida contra un sobreseimiento dictado por una Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal, y el señor Fiscal General Adjunto se encuentra legitimado para impugnar el pronunciamiento en virtud del interés jurídico y la capacidad para recurrir prevista en el art. 452 inc. 3º del CPP –conf. arts. 401, 450 primer párrafo, 452 inc. 3, 464 inc. 1º y ccdtes. del CPP y 1º de la ley  12.059-.

Se han indicado los motivos de agravio, citando las disposiciones legales que se consideran infringidas y se ha expresado asimismo cuál es la solución pretendida.

Entiendo, en consecuencia, que el recurso interpuesto es formalmente admisible, debiendo el Tribunal expedirse sobre su fundabilidad y procedencia.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor juez doctor Mancini dijo:

Adhiero al voto del señor Juez doctor Celesia en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:

El recurrente invoca como motivo de casación la inobservancia del art. 323 y ccdtes. del CPP invocando que se efectuó una errónea interpretación de los elementos de la investigación penal preparatoria al revocar la resolución del Juez de Garantías y dictar el sobreseimiento del imputado con apartamiento de los hechos debidamente demostrados.

Expone que no puede arribarse a un estado de certeza negativa respecto de la responsabilidad del imputado por no resultar suficientes como para permitir la finalización del proceso sólo la huérfana versión dada en oportunidad de declarar en los términos del art. 308 del CPP, en tanto las víctimas refirieron desde el inicio de las actuaciones que uno de los autores del robo aparentaba tener unos treinta años, estatura aproximada a los 1,70 metros, de tez trigueña, con barba un poco crecida, que vestía campera de color marrón con corderito en el cuello, pantalón de color oscuro y una gorra con visera oscura; que los elementos sustraídos han sido dinero en efectivo, psicofármacos y un automóvil, que cuarenta minutos más tarde y a poca distancia del lugar, personal policial detectó el automotor detenido y un sujeto que obedecía a la descripción efectuada intentando alejarse del lugar, quien pretendió ignorar la voz de alto.

Detalla que la mayoría del tribunal entendió suficiente la explicación del imputado, pese a que no pudiera ser desvirtuada por la imposibilidad de evacuar las citas, toda vez que refiriera que había concurrido al lugar a visitar a su cuñada, de la que sólo aportara el nombre de pila, sin conocer su domicilio, sin lograr que la misma concurriera a declarar para corroborar tales dichos y habiéndose constatado al momento de intentar cursar una citación que el lugar indicado y descripto como el domicilio al que se habría dirigido, no existía en la zona.

Respecto del resultado negativo del reconocimiento en rueda de personas, expone que el transcurso del tiempo, el momento de tensión y nerviosismo vividos por las víctimas explican la manifestación efectuada luego de producido el desapoderamiento en cuanto a la incertidumbre respecto de la posibilidad de reconocer a los sujetos, atento a que la descripción aportada por ambas víctimas coincide con el aspecto físico que el imputado presentaba al momento de ser detenido al intentar alejarse de unos de los bienes sustraídos.

Por lo expuesto, concluye que necesariamente deben ser dilucidadas en el debate por no verificarse un estado de certeza negativa, razón por la que solicita que se case la resolución impugnada y se ordene la prosecución del trámite.

Por su parte a fs. 35/vta. se expide el señor Fiscal ante este Cuerpo, doctor Carlos A. Altuve, peticionando que se case la resolución impugnada y se ordene la prosecución del trámite de la presente causa por compartir en un todo los argumentos expuestos por el recurrente.
Adelanto que la impugnación es inatendible.

No se verifica en la solución indicada una errónea aplicación del art. 323 inc. 4 del CPP.

Diversamente a lo expuesto por la parte, cabe señalar que en la resolución impugnada el a quo descarta fundadamente la posible participación que se pretende imputar a M. en estos actuados por los argumentos que a continuación transcribiré.

Y tal posición se ajusta a aquello que enseña la doctrina, en el sentido de que en la búsqueda de la verdad real sobre la hipótesis delictiva, el juez debe transitar un camino en el que van produciéndose diferentes estados intelectuales, los que en las distintas etapas del proceso se manifiestan en las diferentes resoluciones que adoptan los órganos encargados del ejercicio de la jurisdicción, sin que se advierta en el punto que el a quo se haya encontrado incurso en situación de duda alguna.

Dentro de esos diferentes estados está la certeza, que es el que más se aproxima a la verdad, toda vez que ésta última se encuentra fuera del intelecto del Juez. Este estado intelectual se define como “la firme convicción de estar en posesión de la verdad” (Cafferata Nores, “La prueba en el proceso penal”, Ed. Depalma, Buenos Aires, 1986).

La certeza presenta una doble proyección; por un lado, positiva (firme creencia de que algo existe), por el otro, negativa (firme creencia de que algo no existe).

Es pacífica la doctrina en que para el dictado del sobreseimiento es necesaria la certeza.

Es decir el sobreseimiento debe ser dictado cuando el Juez o Tribunal tenga la certeza de la existencia de la causa en que se funda.

No surge a este examen la incurrencia en vicio lógico alguno en el razonamiento del a quo en tanto descarta motivadamente los diversos elementos de prueba existentes en autos al indicar que de las declaraciones testimoniales de las víctimas y del acta de procedimiento e inspección técnica surge que M. no fue aprehendido en el rodado denunciado como sustraído sino a metros del lugar, encontrándose estacionado el vehículo en la vía pública, sin secuestrársele elemento alguno producto del ilícito ni el arma con la que el mismo se perpetrara; que al prestar la declaración del art. 308 del CPP M. se manifestó ajeno al hecho y aportó una versión acerca de su presencia en el lugar de la aprehensión, que no pudo ser desvirtuada en razón de la imposibilidad de evacuar la cita vertida; y que al efectuarse las diligencias de reconocimiento en rueda de personas arrojó resultado negativo.

Así, aparece suficiente el argumento dado por la Cámara de Apelación y Garantías en el resolutorio mencionado que “corresponde señalar que en la presente causa, las medidas investigativas se agotaron, no advirtiéndose algún elemento que pueda ser aportado en una etapa posterior; por tanto, considero que nos encontramos en un estado de duda insuperable, por el cual no puede establecerse que el encartado M. A. M. haya cometido el delito que se le imputa, por lo que se impone revocar el resolutorio en crisis y sobreseer en forma total al mismo, en orden al delito de robo calificado por el uso de arma -art. 323 inc. 4° del CPP...”.

Y a ello debe acotarse que no dejan lugar a dudas la redacción del art. 323 inc. 4º del rito que expresa “El delito no fue cometido por el imputado”.

Enseña Jorge A. Clariá Olmedo -“Tratado de Derecho Procesal Penal”, EDIAR, Buenos Aires, 1964, T. IV, p. 328- que “Cualquiera sea la causal que lo fundamente, por regla general el sobreseimiento procede cuando se adquiere certeza acerca de ella; vale decir, cuando no queda duda acerca de la extinción del ejercicio de los poderes de acción y de jurisdicción, o de la inexistencia de responsabilidad penal del imputado con respecto al cual se dicte”. Este es el supuesto de autos.

Asimismo corresponde advertir que el a quo ha desarrollado las razones por las que descarta los elementos de convicción invocados por el órgano titular de la acción penal en el proceso con carácter cargoso referidos a la presunta autoría de M., valorándolos con criterio diverso al pretendido por el hoy recurrente, sin apartarse de las reglas de la sana crítica (arts. 171 de la Constitución Provincial, 106, 210 y ccdtes. del CPP).

Propongo rechazar el remedio intentado por improcedente, sin costas (arts. 323 inc. 4º, 448, 460, 530, 532 y ccdtes. del CPP).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Mancini dijo:

Adhiero por sus fundamentos al voto del señor Juez doctor Celesia, aún dejando a salvo mi idea de la innecesariedad de distinguir las calificaciones que pudiere merecer la llamada certeza.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal 

R E S U E L V E:

I- DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el señor Fiscal General Adjunto del departamento judicial San Isidro, doctor Duilio A. Cámpora, contra el pronunciamiento de sobreseimiento dictado por la Sala II de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del mismo departamento judicial en la causa Nº 59.690 de fecha 15 de setiembre de 2003 (arts. 421, 450, 451, y 452 inc. 3 y 465 inc. 2º del CPP).

II- RECHAZAR EL RECURSO DEDUCIDO, por los fundamentos expuestos al tratar la cuestión segunda, sin costas (arts. 323 inc. 4, 448, 460, 530, 532 y ccdtes. del CPP).

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase a la instancia.

Fdo.: Jorge Hugo Celesia – Fernando L. M. Mancini

Ante mí: Gonzalo Santillán Iturres 

